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  El autor agradece la colaboración de los archivos fotográficos de Clarín, Página/12 y Noticias que, entre otros, facilitaron esta investigación.


  A mis viejos y a mis hijas


  PRÓLOGO A LA NUEVA EDICIÓN


  Pasaron veinte años desde que se cometió el ataque terrorista más grande de nuestro país en el edificio de la comunidad judía de la Argentina AMIA y dieciséis desde la primera edición de La ley bajo los escombros. El texto no ha perdido vigencia, y un gran porcentaje de su contenido se demostró a lo largo del tiempo como cierto.


  Los caminos que siguieron los investigadores del Estado argentino y de la justicia nos llevaron a un callejón sin salida. Algunos pueden ver en esto ineficacia, pero la realidad es que el desvío fue intencional y nunca existió, en estos veinte años, la voluntad política de ir a fondo en la investigación por parte de ningún gobierno.


  Los familiares de las víctimas compraron a lo largo de estos años —en mayor o menor medida—, parte o toda la teoría oficial, que sigue poniendo el eje en la República de Irán como autora del atentado, sin que ni siquiera se haya determinado de manera cabal la materialidad del hecho. Mucho menos podrá llegarse a establecer la responsabilidad. De este modo, la conexión local, de indudable participación en el atentado y el encubrimiento, sigue paseando por nuestra ciudad.


  Si bien es cierto que el tribunal oral que juzgó a parte de la falsa conexión local absolvió a los acusados por muchas de las razones que habíamos adelantado en 1998, los jueces no se animaron a echar por tierra la teoría de la Trafic. No hubiesen podido resistir la presión de familiares e instituciones comunitarias que siguen obsesionadas con la culpabilidad de Telleldín, Irán y la teoría del coche bomba.


  Las presiones políticas internacionles también hicieron lo suyo para distorsionar aun más las causas y llevar la investigación al estado en que se encuentra hoy.


  La construcción de un relato contradictorio e incoherente ha tenido una asombrosa efectividad; tal vez lo extenso del expediente, y la poca vocación de investigar a fondo de la mayoría de los periodistas que hablan de la causa sin conocerla, ayudó a instalar este mamarracho jurídico lleno de contradicciones, faltantes y mentiras.


  En esta reedición agregamos una cronología para ayudar al lector a ponerse en tema, el texto original del libro sin una sola modificación y cinco nuevos capítulos, de distinta índole, que servirán para comprender un poco más este entuerto.


  Primero se expone una nota de la prolongada y minuciosa investigación, muy documentada, del veterano periodista estadounidense Gareth Porter. En ella veremos las enormes dudas que ofrece la teoría oficial avalada por los servicios de los Estados Unidos e Israel.


  En segundo término, presentamos una selección de los dichos de un agente de inteligencia —infiltrado en la comunidad años antes del atentado— quien se acercó a mí con la presunción de que parte de la información que él entregaba a sus jefes pudo haber sido utilizada para cometer el atentado. Por otra parte, el solo hecho de su infiltración en la comunidad es la prueba palmaria de que la Federal y el Estado argentino no son investigadores confiables ni imparciales en este caso.


  En tercer término, una entrevista a Carlos Alberto Telleldín —principal imputado en la causa—, hoy un abogado exitoso, a pesar de que aún, y de manera obcecada, se insiste en ponerlo en el banquillo de los acusados.


  El cuarto agregado es un reportaje a Pablo Jacoby, el abogado de Memoria Activa, la asociación conformada por algunos de los familiares de las víctimas.


  Y por último, en los anexos, los pormenores de la preparación del fallido memorándum firmado con la República de Irán, pergeñado por Héctor Timerman y el gobierno presidido por Cristina Fernández de Kirchner para usar nuevamente la causa AMIA con finalidades políticas en lugar de para su esclarecimiento.


  Agradezco a Diego Rojas, Gareth Porter y Marina Dragonetti por su invaluable ayuda para la reedición de este libro.


  Gabriel Levinas


  PRÓLOGO A LA PRIMERA EDICIÓN


  Cuando le pidieron a Gregorio de Marañón que escribiese el prólogo para el Corydon de André Gide —que enjuiciaba tan severamente a punto tal de congratularse por no sentirse inquisidor para condenar el libro al fuego— recurrió a una original ficción: simuló un diálogo entre él y el editor, en cuyo curso le daba las razones por las cuales no escribiría lo que, en definitiva, constituiría el prólogo.


  Puesto en el mismo trance, no he de plagiar a Marañón porque la copia es siempre detestable aunque sólo sea de ideas y no de textos; y sobre todo porque no es mi intención poner en entredicho el contenido de este libro sino antes bien, por el contrario, recomendar calurosamente su lectura.


  Empero, la cita se justifica con la obligación que siento de advertir a los lectores sobre mis limitaciones, y las dudas que me asediaron antes de aceptar tal encomienda.


  No soy un literato, y un prólogo es esencialmente tanto literatura cuanto —en ocasiones— crítica literaria. Así de simple. Sin embargo, he de escribir el prólogo sin recurrir a subterfugios justificadores.


  Me ayuda el hecho de tratarse de un trabajo de investigación que objetivamente valorado me permitirá, sin mayor agobio y dejando de lado toda pretensión de estilo, presentar una obra merecedora de la atenta consideración del público. Y me ayuda también el profundo descreimiento en la Justicia de mi país, compartido con el autor, sustentado con firmeza en la prolija compulsa del expediente que refleja este libro.


  Gabriel Levinas es un periodista de investigación con bien ganado prestigio que no está dispuesto a hacer concesiones. El atentado a la AMIA, por la ferocidad de su concreción y las innegables implicancias políticas que lo acompañaron, no podía sustraerse a sus inquietudes.


  Su afán por no dejar librado nada a la improvisación ligera, que conduce inexcusablemente a conclusiones equivocadas, lo ha llevado a interiorizarse de las leyes físicas que gobiernan las explosiones y a un minucioso estudio de los peritajes realizados en el trámite de la causa judicial. Ello, sumado a declaraciones testimoniales más que sospechosas y a otras no recibidas o tardíamente concretadas, le permite poner serios reparos a la teoría del coche-bomba tan cara a la investigación judicial.


  Pero, y respecto de la llamada conexión local, que por cierto no puede limitarse a la simple provisión de una camioneta, ¿cómo ha sido conducida la encuesta?


  ¿Se ha intentado poner en evidencia la posible participación de integrantes del aparato oficial?


  ¿Existe voluntad política o judicial para esclarecer si hubo deliberadas obstrucciones a la labor investigativa?


  Todos estos interrogantes merecen una respuesta. Y Levinas intenta darla, haciéndose cargo de que en algo puede equivocarse.


  Con modestia, como corresponde a todo aquel que pretenda investigar un hecho tan atroz como complejo, no hace alarde de estar en posesión absoluta de la verdad. Él mismo explica, en las postrimerías del libro, que no intenta privilegiar sus conclusiones por sobre las existentes en la causa considerándolas de mayor validez. Sólo se agravia de que no se las haya considerado, y le asiste sobrada razón.


  No es mi misión hacer mías sus críticas a personas o instituciones, excepción hecha de las enderezadas a una Justicia inoperante. Pretendo sólo destacar que su trabajo, por la rigurosidad con que fue encarado, muestra con claridad poco usual qué es lo que no se hizo y qué caminos dejaron de transitarse en la búsqueda de la verdad. Y ello no es poca cosa.


  Repito: un libro que merece leerse.


  Julio César Strassera


  Octubre de 1998


  AMIA: CRONOLOGÍA DE VEINTE AÑOS DE IMPUNIDAD


  1994


  El 18 de julio, a las 9.53, se produjo el atentado terrorista que detonó centenares de kilos de explosivos que volaron la sede de la AMIA, sita en Pasteur 633. Provocó 85 muertos y más de 300 heridos. Cuarenta y cinco días antes del mismo, los servicios de inteligencia habían recibido la información de la posible comisión de un atentado en Buenos Aires relacionado con la Guerra de Medio Oriente. Se había dispuesto la intervención de las líneas telefónicas de la diplomacia iraní en el país. Nada de esto evitó el siniestro. Desde ese día comenzó la labor judicial a cargo del ex juez Juan José Galeano.


  1995


  Los meses de investigación sólo habían procurado la detención de Carlos Telleldín, de buenas relaciones con el hampa y la policía bonaerense, que se dedicaba en ese entonces al “doblado” de autos robados. Se le atribuía haber vendido la Trafic que, según una de las hipótesis, habría sido usada en el atentado. Comenzaron negociaciones para que el detenido involucrara a policías bonaerenses como un eslabón en la cadena que terminaría en la voladura de la AMIA.


  1997


  La Secretaría de Inteligencia de Estado (SIDE) saca a la luz un video donde se ve al juez de la causa, Juan José Galeano, negociando con Carlos Telleldín su declaración. El video aparece en manos del abogado de Juan José Ribelli, Mariano Cúneo Libarona. Días después, la cinta llega a la televisión. A pesar del escándalo, Galeano es mantenido en sus funciones y recién será destituido siete años después. En la causa que investiga los delitos que aparecen en el video, a cargo del juez Gabriel Cavallo, los testigos (Rubén Beraja, Víctor Stinfale, el propio Telleldín, etc.) niegan la existencia de un pago a cambio de la declaración, pago que sin embargo luego sería probado en el juicio oral.


  El 15 de mayo, según el periodista Juan Salinas, se realiza una Audiencia de Compatibilización de Pericias, donde habría quedado probada la explosión interior del edificio.


  Julio. En el acto de aniversario del atentado, los familiares de las víctimas pronuncian el memorable discurso “Yo acuso”, señalando frente a los funcionarios nacionales la responsabilidad del Estado en el encubrimiento del caso.


  La AMIA y la DAIA publican La denuncia, libro que —según Memoria Activa— es un intento de desviar la atención sobre irregularidades menores para salvar el grueso de la historia oficial.


  El Gobierno suma al equipo a un tercer fiscal, Alberto Nisman, para reforzar la investigación sobre los policías.


  Galeano se entrevista en París con miembros de la organización Mujaidines del Pueblo (MKO), enfrentados al gobierno iraní, quienes dan nombres de funcionarios y diplomáticos de ese país que habrían instrumentado la voladura de la AMIA.


  Galeano solicita a Interpol la captura internacional de 22 personas de nacionalidad iraní, entre ellas el ex embajador iraní en Argentina, Hadi Soleimanpour.


  1998


  Se crea el Departamento Unidad de Investigación Antiterrorista de la Policía Federal (DUIA) a cargo del comisario Jorge “Fino” Palacios, quien había estado vinculado a la investigación desde el principio. Según Memoria Activa, la DUIA se comportó como una patota, apretando a los testigos para conseguir declaraciones adecuadas a la línea oficial.


  17 de julio. Memoria Activa hace una primera presentación ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) de la OEA denunciando que “la causa AMIA es un paradigmático ejemplo de imperdonables negligencias, de desembozados encubrimientos y de ocultamientos”.


  1999


  Se aprueba el pedido de elevación a juicio presentado por los fiscales Eamon Mullen, José Barbaccia y Alberto Nisman reclamando prisión perpetua para Telleldín y los policías bonaerenses.


  La Corte Suprema dicta una sentencia sobre la “materialidad” del atentado a la embajada de Israel de 1992, atribuyéndole la responsabilidad a la “Jihad Islámica”, supuesto “brazo armado” del partido libanés Hezbollah. En el atentado se habría utilizado una pick-up Ford como bomba. Se pide la captura del libanés Imad Mugniyah, al cual le atribuyen ser el jefe de esa Jihad Islámica, en base a un informe de la CIA.


  16 de julio. Memoria Activa, junto con el Centro de Estudios Legales y Sociales a(CELS), el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL) y Human Rights Watch/Americas, presenta una denuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos por la violación del derecho a la vida, la integridad física, el debido proceso y la protección judicial.


  Diciembre. Asume el nuevo gobierno de la Alianza, presidido por Fernando de la Rúa.


  2000


  Febrero. El juez Galeano eleva la causa a juicio respecto de Telleldín y los policías acusados, la “conexión local”. Aún quedaba sin aclarar, precisamente, todo el atentado.


  Se crea la Unidad Especial de Investigación del atentado a la sede de la AMIA del Poder Ejecutivo —una comisión especial en el Ministerio de Justicia— para posibilitar al gobierno nacional realizar sus propias pesquisas de manera paralela a las del Poder Judicial.


  La comisión legislativa —que durante años acompañó la actuación del juez y los fiscales— recibe la denuncia de Claudio Lifschitz, asistente del juez Galeano en buena parte de las irregularidades realizadas, y que ahora las denuncia. La investigación de ellas queda a cargo del juez Gabriel Cavallo y luego del juez Claudio Bonadío, donde a lo largo de cinco años no pasa nada, y finalmente es reemplazado por el juez Ariel Lijo.


  El Estado argentino propone en la CIDH de la OEA que se nombre un veedor para el juicio oral.


  2001


  La CIDH designa como veedor a Claudio Grossman.


  El 24 de septiembre se inicia el juicio oral y público en el Tribunal Oral en lo Criminal Nº 3, integrado por los jueces Gerardo Larrambebere, Guillermo Gordo y Miguel Pons.


  Nilda Garré renuncia a la Unidad Especial de Investigación del caso, a petición de los fiscales Mullen y Barbaccia, acusada de revelar los secretos sumariales del expediente luego de que pidiese que se investigaran las relaciones financieras entre el gobierno menemista y el iraní, acusado por el atentado.


  20 de diciembre. Cae el gobierno de De la Rúa.


  2002


  Peritaje de la Gendarmería Nacional sobre los elementos encontrados en el lugar donde se produjo el atentado, elementos que presumiblemente correspondían al vehículo Renault Trafic (nunca se había realizado examen pericial químico). Las conclusiones (en fs. 5908/9, Legajo de Instrucción Suplementaria, cuerpo XXX), determina que los elementos de chapa analizados coinciden entre sí en cuanto a su composición y recubrimiento, y con el tratamiento efectuado por la firma Renault a las carrocerías fabricadas entre marzo de 1987 y octubre de 1989. Además, en la mayoría de las muestras se encuentran rastros de nitratos, nitritos y amonio. En algunas sólo restos de hidrocarburos y en el block del motor se determina la presencia de nitratos, nitritos, amonio, hidrocarburos y trotil (TNT), componentes característicos de un explosivo con base de nitrato de amonio.


  Un informe pericial del Ejército Argentino sobre la ubicación del lugar donde se encontraba la carga explosiva, descarta que ésta se encontrase en el volquete. Teniendo en cuenta el cráter que dejó la detonación, los restos de la camioneta distribuidos, los escombros que se visualizan en las fotografías y material fílmico, los daños en los edificios vecinos y los daños “relativamente menores” producidos en los edificios del frente, se concluye en que la hipótesis del empleo de un vehículo que permitió el estallido de una carga explosiva direccional, ligeramente desplazada a la derecha del eje de simetría existente entre las dos columnas de la entrada a la AMIA y sobre la misma línea de edificación, es la que aporta mayor certeza (fs. 6072, cuerpo XXXI, Legajo de Instrucción Suplementaria).


  El tribunal oral reclama al Poder Ejecutivo que se levante el secreto de Estado sobre la causa, para que los agentes de inteligencia que intervinieron en ella puedan declarar sin restricciones. Se oponen la SIDE y la DAIA.


  Se crea, a partir de un grupo escindido de Memoria Activa, la Agrupación por el Esclarecimiento de la Masacre Impune de la AMIA (Apemia).


  2003


  La SIDE de la Argentina, con la colaboración del FBI, el Mossad y otros servicios europeos, elabora un informe donde se identifica a un ciudadano libanés apellidado Berro, Brru o Borro como el atacante suicida, y se afirma que el ingreso al país se había producido por la Triple Frontera, junto con Ahmed Saad.


  Febrero. El fiscal Nisman pide a Galeano la detención de 23 iraníes; en abril agrega a otros cinco más.


  Se levanta formalmente el secreto de Estado (decreto 146/2003) y declaran los agentes de la SIDE. Confirman la existencia de los pagos a Telleldín. La SIDE confiesa haber participado del encubrimiento, pero luego es encargada de seguir investigando. Apemia denuncia que la apertura de archivos de la SIDE no es tal, pues hay un tachado previo de los nombres y el modo de operar de sus agentes. Además, los decretos 249/03 y 291/03 incorporan nuevos secretos que impiden la revelación de las actividades de los servicios.


  El gobierno argentino pide la extradición desde el Reino Unido del ex embajador iraní en la ¡Argentina, Hadi Soleimanpour, detenido el 21 de agosto. La justicia británica considera que las pruebas contra el diplómatico no son suficientes. Según el juez John Royce, las “400 páginas enviadas por el magistrado argentino en conexión con el caso” no aportan “nada que constituya evidencia clara de la participación del detenido en el atentado”, y lo deja en libertad bajo fianza el 12 de septiembre.


  El 12 de noviembre el ministro de Interior británico difunde una orden de prohibición de busca y captura de Soleimanpour. Al día siguiente, un tribunal británico emite un veredicto de inocencia y absolución de Soleimanpour, cerrando el caso oficialmente.


  En diciembre, la Cámara Federal aparta a Galeano de la investigación, pasando por un tiempo a manos del juez Rodolfo Canicoba Corral. Se crea una nueva Unidad Especial de Investigación a cargo del fiscal Nisman, en reemplazo de los fiscales Mullen y Barbaccia.


  2004


  2 de septiembre. El Tribunal Oral Federal Nº 3 lee su veredicto (y dicta sentencia el 29 de octubre) anulando la causa contra las brigadas policiales y absolviendo a todos los acusados. Se considera probado que el atentado fue realizado con una Trafic que se chocó contra el edificio. También que Telleldín había entregado la camioneta a una persona cuya identidad no se pudo determinar, pero no pudo probarse que Telleldín conociese su plan criminal, así como también se descartó que los policías acusados hubiesen participado, de cualquier modo, en la obtención de la camioneta que se encontraba en poder de Telleldín. Se probó que la investigación estuvo plagada de irregularidades cometidas para sostener una hipótesis falsa, refutada por las pruebas ventiladas en el proceso, y que este proceder no hubiera sido posible sin la anuencia de los fiscales y miembros de la comisión parlamentaria. No se incriminó ni se indagó sobre la responsabilidad de funcionarios del Estado nacional en el hecho, ni se exigió la entrega de los archivos secretos del Estado referidos al atentado, donde podrían encontrarse pruebas de su accionar. https://www2.jus.gov.ar/Amia/Comunicado_ de_prensa.pdf


  2005


  22 de febrero. Se conoce el Informe Grossman, que denuncia que el Estado argentino no adoptó las medidas necesarias tendientes a evitar un segundo atentado luego de lo ocurrido en la Embajada de Israel en 1992. Grossman también detalla las irregularidades cometidas durante la investigación penal de la causa que llevó adelante Galeano. En sus conclusiones, el informe sugiere una serie de medidas que debería adoptar el Estado para resolver el caso. Además recomienda a la CIDH declarar la admisibilidad formal de la petición presentada en 1999 por Memoria Activa, el CELS y CEJIL.


  4 de marzo. En la audiencia ante la OEA, el Estado argentino reconoce su responsabilidad y pide perdón a los familiares de las víctimas por no haber cumplido su función de prevención del atentado y por haber “omitido grave y deliberadamente su función de investigación”. Se reconoce así la existencia de un encubrimiento de los hechos desde el Estado. Para evitar la condena, el Estado argentino propone el inicio de una solución amistosa ante el CIDH, donde se compromete a reparar sus faltas (fortalecer la investigación penal dando más recursos a la Unidad Especial de Investigación del Ministerio de Justicia y a la Fiscalía Especial a cargo del Dr. Alberto Nisman, revisar la legislación sobre el manejo de fondos reservados de la SIDE, promover juicios políticos a los funcionarios judiciales que no investigaron e impulsar el tratamiento de una ley general de reparaciones pecuniarias a favor de todas las víctimas del atentado).


  12 de julio. El Estado nacional formaliza el reconocimiento de su responsabilidad mediante el decreto 812/05. Memoria Activa rescata este reconocimiento. Apemia denuncia que éste obvia que el gobierno sabía que el atentado se iba a producir y que sus tres poderes encubrieron la participación de sus propias fuerzas de seguridad y de inteligencia en la masacre.


  3 de agosto. Galeano es destituido de su cargo por un Jury de enjuiciamiento debido a las irregularidades que cometió al frente de la causa.


  El Tribunal Oral Federal Nº 3 destituye a Mullen y Barbaccia, fiscales del caso.


  Octubre. La Asamblea General Anual de la Interpol, celebrada en Berlín, después de discutir y estudiar la solicitud de Irán, vota a favor de anular la orden de detención emitida contra los doce ciudadanos iraníes.


  9 de noviembre. El fiscal Nisman afirma que se ha identificado al conductor suicida como Ibrahim Berro, de veintiún años, gracias a los testimonios y dos fotografías aportados en Michigan por sus hermanos. Sin embargo, éstos niegan esa declaración, que así queda desacreditada. Nicolasa Romero, único testigo que afirma haber visto una Trafic y a su chofer antes de la explosión, ve un parecido en las fotos, pero sin tener total seguridad de reconocerlo. Se anuncia un cotejo de ADN entre los restos encontrados en la AMIA atribuidos al conductor suicida y familiares de Berro, sin novedades.


  2006


  Mayo. El Tribunal de Casación Penal ratifica todos los términos del fallo del Tribunal Oral Nº 3, destacando el pago a Telleldín para que mintiera y así cerrar la causa con la condena a los policías bonaerenses. Además se ratificaron los cargos contra el gobierno de Menem y el juez Galeano por haber transgredido la ley durante las pesquisas.


  21 de septiembre. Néstor Kirchner, acompañado de su canciller Jorge Taiana y la primera dama —y entonces senadora— Cristina Kirchner, participaron de una reunión en Nueva York con ocho de las más importantes organizaciones sionistas: el Congreso Judío Norteamericano, el Congreso Mundial Judío, B’nai B’rith y la ADL, entre otras.


  Octubre. El fiscal especial Alberto Nisman se reúne con la CIA y el Mossad israelí. El 25 Nisman acusa formalmente al ex presidente iraní Ali Rafsanjani y a siete miembros de su gabinete, incluyendo a Ahmad Vahidi, luego ministro de Defensa de Mahmoud Ahmadinejad. Se los sindicaba de haber financiado y planificado el ataque a la AMIA a través de Hezbollah. Se presenta un pedido de captura internacional de ocho ex altos funcionarios y diplomáticos del gobierno de ese país que cumplían funciones en 1994. Según la investigación de la fiscalía, la Argentina fue elegida como blanco del ataque tras la decisión del gobierno argentino de suspender un acuerdo de transferencia de tecnología nuclear a Irán.


  El Estado se presenta como querellante en la causa por encubrimiento a través de la UEI.


  2007


  25 de septiembre. El presidente de la Argentina, Néstor Kirchner, denuncia a Irán por su falta de colaboración para esclarecer el atentado en la AMIA, ante la 62ª Asamblea General de las Naciones Unidas. La denuncia es duramente respondida por Irán a través del portavoz de su cancillería, Mohamed Alí Hoseini.


  Los jueces subrogantes de la Cámara Federal, Gustavo Bruzzone y Jorge Rimondi, declaran la nulidad del sobreseimiento de Galeano (de 1997) arguyendo que se basó en prueba fraudulenta y en motivaciones espurias.


  7 de noviembre. Interpol ratifica las conclusiones de la justicia argentina y ordena la emisión de circulares rojas para capturar a Mugniyah y cinco de los fugitivos iraníes, y llevarlos ante la justicia. Desde entonces, el gobierno argentino ha requerido a Irán la extradición de sus ciudadanos acusados por el ataque para ser juzgados por un tribunal argentino o extranjero, pero Irán se ha negado a acatar el fallo de la justicia argentina.


  2008


  4 de septiembre. Los exhortos de la fiscalía argentina son respondidos por la fiscalía iraní a cargo del Dr. Rumiani, rechazándolos por “poco serios”, y alegando que el pedido de captura no estaba respaldado por prueba alguna, sólo por conjeturas antojadizas.


  2009


  La presidenta Cristina Fernández de Kirchner, en un discurso ante las Naciones Unidas, reclama a la República Islámica de Irán que se extraditen a los funcionarios sospechados de haber participado en los atentados terroristas.


  27 de mayo. Ante la apelación de las querellas AMIA y DAIA, la Corte Suprema de Justicia de la Nación anula parte del veredicto del juicio oral, validando lo hecho en la pesquisa hasta antes de la apertura del legajo que involucró a los policías bonaerenses, por lo que Telleldín vuelve a quedar procesado.


  2010


  Marzo. La Corte Suprema de Justicia deja firme la destitución por mal desempeño del ex juez federal Juan José Galeano, resuelta por el Consejo de la Magistratura. A Anzorregui y a Corach no sólo se les reprocha haber aceptado realizar el pago, sino también haber sido parte del grupo de ideólogos del pago y del armado de la pista policial.


  El Tribunal ordena que se remitan constancias al Consejo de la Magistratura acerca de la actuación de dos jueces federales que intervinieron en causas conexas a la investigación por la causa AMIA: el juez Gabriel Cavallo, por su intervención en la causa en la cual se investigó el contenido del video y la eventual responsabilidad del juez y de su secretario, y el juez Norberto Mario Oyarbide, que realizó parte de la instrucción de la causa en la que se investigó una coacción en contra de Galeano. El primero de ellos también fue denunciado por la posible comisión de delitos de acción pública en el trámite de su excusación en la causa en la que intervino.


  Para el Tribunal, “se había acreditado que el 18 de julio de 1994, aproximadamente a las 9.53 de la mañana, un vehículo Renault Camioneta Trafic, conducido por una o más personas cuyas identidades se desconocen, se aproximó hasta la puerta del edificio de la calle Pasteur 633 y tras subir a la acera detonó la carga explosiva que llevaba en su interior estimada en su equivalente a TNT entre 300 y 400 kgs. provocando un estallido que produjo el colapso de la parte delantera del edificio, daños de diversa índole en un radio aproximado de 200 metros y, como consecuencia, el fallecimiento de 85 personas, y lesiones al menos a 151 individuos”.


  2011


  Mayo. Llega a instancia de juicio la causa que investiga el pago de 400 mil dólares que recibió Carlos Telleldín para que inculpara a un grupo de policías bonaerenses. Por este hecho también son juzgados el ex juez Juan José Galeano, los ex fiscales Eamon Mullen y José Carlos Barbaccia, y Anzorregui, entre otros.


  Noviembre. La Corte Suprema rechaza el planteo presentado por los abogados de los ex fiscales de la causa Eamon Mullen y José Barbaccia para desplazar a Nisman como fiscal de esta causa.


  2012


  Marzo. El juez Ariel Lijo remite a juicio la otra causa por el encubrimiento de la investigación del atentado, al obstruir la denominada pista siria que involucraba al empresario Kanoore Edul. En ella están imputados el ex presidente Carlos Menem, Galeano, el entonces titular de la SIDE, Hugo Alfredo Anzorreguy, y su segundo, Juan Carlos Anchezar, y los comisarios Carlos Castañeda y Jorge “Fino” Palacios.


  Julio. Irán condena el atentado a la AMIA y ofrece su colaboración.


  18 de julio. En un nuevo aniversario del atentado a la AMIA, el autor de este libro da a conocer en el sitio plazademayo.com un video que hasta ese momento permanecía fuera de la mirada pública, catalogado como “secreto de Estado”, que revela los primeros momentos luego de la explosión. El valor de las imágenes se centra en que muestra el volquete y los rastros que indican sin lugar a dudas que una parte de los explosivos había volado en ese lugar.


  2013


  27 de enero. El gobierno argentino firma un Memorándum de Entendimiento con el Gobierno de la República Islámica de Irán sobre los temas vinculados al ataque a la sede de la AMIA y la DAIA, estipulando la creación de una “Comisión de la Verdad” con el objetivo de “avanzar en la investigación del atentado”. El acuerdo contempla la creación de una comisión integrada por “cinco (5) comisionados y dos (2) miembros designados por cada país, seleccionados conforme a su reconocido prestigio legal internacional”, y además señala que los mismos “no podrán ser nacionales de ninguno de los dos países”. El acuerdo debe ser refrendado por los parlamentos nacionales, pero sólo Argentina lo hace; en Irán se aprueba mediante un decreto del Ejecutivo.


  Mayo. El fiscal Alberto Nisman emite un nuevo dictamen con más de 500 páginas, acusando a Irán de infiltrarse en Sudamérica para establecer redes de inteligencia destinadas a cometer, fomentar y patrocinar actos terroristas en países como Brasil, Paraguay, Uruguay, Chile, Colombia, Guyana, Trinidad y Tobago y Surinam. También atribuye al ex agregado cultural iraní en la Argentina Moshen Rabbani, acusado por el ataque a la AMIA, la coordinación de la penetración en Sudamérica y especialmente en Guyana a través de su discípulo Abdul Kadir, quien fue sentenciado en 2010 a prisión perpetua por su responsabilidad en el frustrado atentado al aeropuerto de Nueva York.


  22 de mayo. Ante el requerimiento de Memoria Activa, la Corte Suprema de Justicia de la Nación intima a la Cámara de Casación para que resuelva a la mayor brevedad la responsabilidad penal del ex juez federal Juan José Galeano, por haberle pagado 400.000 dólares a Telleldín para crear una versión falsa de los hechos.


  24 de mayo. Dos de los iraníes acusados de planificar el atentado a la AMIA —Mohsén Rezaí y Alí Akbar Velayatí— son anunciados como candidatos para las elecciones presidenciales iraníes.


  28 de junio. La Cámara Federal ordena al juez Ariel Lijo investigar al ex ministro del Interior Carlos Corach por el encubrimiento del atentado, en relación con un pago ilegal de 400 mil dólares al acusado Carlos Telleldín y el desvío de la llamada pista siria.


  Agosto. La Cámara de Casación decide que el caso por irregularidades en la investigación por el atentado contra la AMIA está en condiciones de iniciar la etapa del juicio oral y público. En la causa están procesados, además del ex juez, el ex presidente Carlos Menem, el ex titular de la SIDE Hugo Anzorreguy, el ex comisario Jorge “Fino” Palacios y el ex titular de la DAIA Rubén Beraja. Los acusan de haber desviado la pesquisa sobre el atentado.


  29 de setiembre. Irán expresa que la confirmación por parte de ese país de la aprobación del Memorándum de Entendimiento no implica la entrada en vigencia del acuerdo. La presidenta argentina responde al presidente de Irán que tiene que cumplir con el tratado.


  1º de octubre. La embajadora argentina en los Estados Unidos, Cecilia Nahón, solicita a ese país que incluya el atentado a la sede de la mutual judía en el diálogo que comienza con la República Islámica de Irán.


  20 de noviembre. El presidente de Irán, Hassan Rohani, durante un encuentro en Zurich entre diplomáticos de ambos países, solicita que la Argentina levante los pedidos de captura internacional emitidos por Interpol contra los iraníes imputados, para poder así continuar con las negociaciones. Se cambia el nombre a la comisión, eliminando la palabra “Verdad” y pasa a llamarse “Comisión de Expertos”.


  2014


  Enero. La Cámara Federal porteña confirma que Carlos Telleldín deberá afrontar un nuevo juicio oral por su rol en la entrega de la camioneta Trafic usada como coche bomba.


  El ministro de Relaciones Exteriores de la Argentina, Héctor Timerman, reconoce que luego de un año de haber firmado el Memorándum con Irán, nada se ha avanzado.


  La causa AMIA tiene 260.000 páginas de trámites, 650 cuerpos de 400 páginas tamaño oficio, que acreditan 20 años de investigaciones que aún no han logrado dar justicia a las víctimas del atentado.


  En mayo, la Cámara Federal declara la inconstitucionalidad del Memorándum con Irán. El gobierno anuncia la apelación al fallo.


  INTRODUCCIÓN


  La memoria suele reservar más espacio para los eventos inusuales y los momentos duros que para la vida transcurrida apacible y rutinariamente.


  Sin embargo, son los pequeños hechos cotidianos, por lo general olvidados, los que verdaderamente van moldeando nuestra historia y los que inconscientemente actúan sobre nosotros de modo insospechado.


  Desde mi infancia, todos y cada uno de los días que viví con mis padres en Corrientes y Pasteur, en el barrio del Once, nos sentábamos a la mesa a las 12:30 del mediodía para volvernos a encontrar sin excepción a las ocho de la noche. Aunque esta costumbre nunca se había explicitado, quien no avisaba su ausencia o su retraso se sentía en falta.


  Pese a esta tradición familiar, en la década del ’70 los días lunes por la noche, papá tuvo que retrasar el horario de la cena. Había aceptado, después de años de negativa, formar parte del Tribunal de Ética de la AMIA, institución que fundó junto con otros paisanos en los años 40.1


  La AMIA era para mí algo así como el gobierno en el exilio de la comunidad judeoargentina, no porque haya funcionado así en verdad sino porque ésa era la imagen que me había hecho desde muy chico.


  Y papá trabajaba como juez justamente en ese lugar.


  En algunas oportunidades, con suma cautela y sin mencionar nombres, contaba en la mesa postergada de los lunes problemas y decisiones que generaban discusiones acaloradas en el Tribunal de Ética. Traía esos temas a la reunión familiar como una forma de involucrarnos y de obligarnos a pensar.


  Recuerdo su angustia cuando quebró el Banco Israelita y su convicción de que este hecho afectaba seriamente la imagen de la colectividad.


  A raíz de aquel episodio, él, que no era un banquero sino simplemente un comerciante, jamás aceptó un puesto en la DAIA por pensarlo incompatible con su trabajo.


  Por aquel entonces, en mi adolescencia, yo veía a la DAIA como un lugar donde los judíos más sabios tomaban decisiones aceptadas tanto por los más ricos como por los más humildes.


  Papá pertenecía a un partido sionista de derecha, el Jerut, el mismo de su amigo Menajem Beguin, quien paró en casa en varias oportunidades, en ese edificio que se hallaba en construcción cuando se lo utilizó para los festejos por la creación del Estado de Israel, que aún no tenía embajada. El Jerut fue siempre un partido minoritario y contaban cada uno de los votos en las elecciones de la comunidad; a pesar de eso jamás me pidió que fuese a votar por él salvo cuando, ya enfermo e inmovilizado, casi con vergüenza me solicitó que reemplazase su voto con el mío.


  La mañana del 18 de julio de 1994 sentí la explosión en mi departamento ubicado a seis cuadras de la AMIA y lo primero que hice fue mirar por la ventana. Al ver el hueco donde antes se veía dibujada la silueta de la AMIA pensé en papá y sentí que el atentado —aún sin saber su magnitud— había sido también en su contra y contra todos los años en que con esfuerzo ayudó a construir la sede de la calle Pasteur. Eso hizo que lo sucedido aquel día se convirtiera de inmediato en un asunto personal que va más allá de mi condición de judío y de argentino.


  Hoy, cuatro años después, la ilusión, compartida por tantas personas, de que avanza la investigación por lo sucedido en la AMIA me resulta inexplicable. Porque es apenas eso, una ilusión, a la que se aferran algunos por desesperación, mientras otros especulan con que el paso del tiempo empantane todo lo suficiente como para que no se llegue jamás a ningún lado. En realidad, allí es donde estamos todos: en ninguna parte, esperando algo que parece imposible.


  
    Nota:


    1 La AMIA existió varias décadas antes de su fundación formal. En el cuerpo 7 del expediente del caso AMIA, figura su nombre en el estatuto de su fundación.

  


  El camino a desandar


  A dos días de los atentados contra las embajadas norteamericanas en Kenia y Tanzania ya se conocía el método utilizado por los terroristas. Aquí, en este simulacro del Primer Mundo, no se sabe quién fue, ni cómo lo hizo; las versiones sobre lo ocurrido son contradictorias y la causa acumula foja sobre foja sin que se avance un centímetro en la dilucidación de los hechos.


  Sin embargo, esta ignorancia no es una fatalidad, sino el resultado de una estrategia deliberada. Los caminos para llegar a la ansiada verdad exigen en el caso de la AMIA un extraño desvío. Hay que investigar cómo se investigó, hay que saber lo que se hizo y sobre todo lo que se dejó de hacer. Hay que seguir los rastros de la hipótesis de una Trafic que explotó contra la puerta de la AMIA, que hoy domina la causa, preguntarse qué respuestas provee, a quién protege y cuáles son las posibilidades de condena cuando llegue la hora del juicio oral. Hay que seguir de cerca la tarea del juez para tratar de fijar cómo se abandonaron sin razón aparente líneas de investigación que podían llegar a conducir a los autores materiales e intelectuales del atentado. Hay que indagar en los antecedentes de cómo se investiga en la Argentina y de quiénes son los encargados de investigar los crímenes. Es la única manera de salir del terreno que ha delimitado el juez y aportar en la búsqueda de los verdaderos autores del atentado.


  Sobre todo, porque lo que está en juego es la posibilidad de que se haga justicia con las 86 personas que perdieron la vida en la fatídica mañana del 18 de julio de 1994.
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